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P
or estos días, la crisis de confianza y probidad que atraviesa Chile no solo pa-
rece no dar tregua, sino que se profundiza cada vez más con nuevos episodios 
que rozan lo insólito. Los recientes conocidos casos de licencias médicas mal 
utilizadas, la creación de organismos con el fin de apropiarse de recursos públi-

cos para beneficio particular o político, desaparición de computadores con información 
crítica desde oficinas públicas, o la compra de inmuebles con sobreprecio escandalo-
so. Todo esto ha calado hondo en el ánimo ciudadano, erosionando peligrosamente la 
legitimidad de las instituciones.

La expresión popular “la realidad supera la ficción” cobra en estos escenarios una 
vigencia inquietante. Y es que, lamentablemente, el guion parece repetirse: autorida-
des cuestionadas, escasa rendición de cuentas y una sensación instalada de que el 
engaño se ha naturalizado. El problema ya no es solo la corrupción en sí misma, sino 
el riesgo real de que como sociedad perdamos la capacidad de asombro y resignemos 
la ética como valor esencial.

¿Cómo enfrentamos esta crisis? ¿Cómo restauramos la confianza social cuando pa-
reciera que el descrédito ha ganado la batalla? No existen respuestas fáciles, pero sí 
hay certezas. Y una de ellas es que la educación sigue siendo una poderosa herramien-
ta para reconstruir el dañado tejido ético y social del país.

Ética, transparencia y valores: educación y formación
Enseñar no es solo transmitir conocimientos. Es formar conciencia crítica, valo-

res ciudadanos, sentido del deber público y amor por lo colectivo. Desde las escuelas 
rurales hasta las universidades, el desafío no es solo preparar profesionales, sino 
formar mejores personas.

De acuerdo con el Índice de Percepción de la Corrupción (IPC) 2024, publicado 
por Transparencia Internacional, reveló que nuestro país ha descendido al puesto 
32 a nivel mundial, acentuando su carácter negativo en los últimos dos años, la peor 
evaluación en más de una década. Esto habla de una señal de alarma que debe ser 
tomada con seriedad. Porque la corrupción no es solo el resultado de malas prácti-
cas en la política, sino también de una cultura que tolera el atajo, el favor indebido 
y la omisión de responsabilidades.

Por eso, hablar de educación cívica no puede ser un tema menor. Necesitamos 
volver a enseñar que la integridad no es una opción, sino un deber. Que el respeto 
a la ley es la base del contrato social. Que lo público no se roba, se cuida. Que ser 
servidor público es un honor, no una oportunidad para enriquecerse.

Los colegios y universidades deben ser semilleros de este cambio. La educación, 
entendida como formación integral, puede ser el motor de una nueva ética social, 
más transparente, solidaria y justa.

Pero no basta con discursos. Se requiere convicción, políticas públicas que fo-
menten la transparencia y castiguen a quienes abusan de los recursos que son de 
todos.

No será un camino corto ni sencillo. Pero sí es urgente. Porque no podemos per-
mitir que las nuevas generaciones crezcan creyendo que la trampa es parte del juego 
o que la impunidad es norma. Sería una derrota moral, por eso, más que nunca, de-
bemos confiar en el poder transformador de la educación.

C
hile vive una crisis moral de envergadura. 
Muchos no hacen lo correcto y hasta se jac-
tan de ello. Es el país de “los vivos”. Robar 
es algo de “turnos”, normalizado y celebra-

do. Por eso, constantemente se cita el “empate” para 
justificar las acciones, siempre condenables, en un im-
presentable “ahora nos toca a nosotros”. Acabamos de 
enterarnos, con pruebas y evidencia,  que develó “un 
secreto a voces”. En Chile hay un gran abuso con las 
licencias médicas, un robo desde las licencias médi-
cas, ya que muchas de ellas son falsas. Es decir, son 
emitidas no por enfermedad, sino para lograr y conse-
guir días libres que no corresponden para no trabajar, 
cuando debían hacerlo.  El abuso con las licencias mé-
dicas llevadas a dinero es realmente escandaloso. En 
2022, más del 70% del total de cotizaciones a Fonasa 
se destinó al financiamiento de licencias médicas, des-
plazando así otros usos del presupuesto de salud. Si 
a esto le sumamos que muchas de estas licencias son 
fraudulentas, podríamos concluir que robos al fisco, 
impiden eliminar las colas en las listas de espera, ya 
que el dinero no se destina a eso, sino en “licencias”.  
Por tanto, la “fiestita” de los “chantas” efectivamente 
terminan siendo causas de muertes en quienes real-
mente necesitan asistencia médica real. Son ladrones  
y culpables de “homicidio culposo”, ya que su acción 
negligente e imprudente, que ciertamente no tiene la 
intención de causar la muerte, ni es consciente de eso, 
pero que en la práctica, la causan. 

El abuso de licencias es generalizado, pero en el 
sector público es mayor que en el privado. De hecho en 
promedio toman un mes de licencia lo que es escan-
daloso y devela una incompatibilidad con los cargos.  
Chile se escapa en cifras de Licencias médicas a nivel 
mundial, no porque la gente se enferme más, sino por 
malas reglas institucionales, incentivos perversos y 
poco control. A este abuso conocido, hoy tenemos datos 
concretos. La Contraloría hizo un cruce entre funcio-
narios con licencias médicas y viajes al extranjero en 
los días de las licencias dadas y concluyó que más de 
25.000 funcionarios públicos salieron de Chile, tenien-
do que supuestamente estar en reposo. Teniendo los 
nombres los rut y la flagrancia de la falta, todos esos 
funcionarios debieran devolver el dinero defraudado y 
ser inmediatamente despedidos. Pero eso no será así. 
Hay que hacer sumarios administrativos, ya que a los 
funcionarios públicos no se los puede despedir aunque 
estén en flagrancia y lo están. No prima en lo público la 
decencia, sino las prebendas y los privilegios. Tras los 
sumarios hay que derivar los antecedentes al Consejo 

de Defensa del Estado y el Ministerio Público, es decir, 
no les pasará nada. No los despedirán y el dinero lo 
pagará como siempre “moya”, es decir todos los chi-
lenos.  La contralora  culpa a la Superintendencia de 
Seguridad Social (Suseso), a la Comisión de Medicina 
Preventiva e Invalidez (Compin) y al Fondo Nacional de 
Salud (Fonasa) por no fiscalizar. A estas instituciones se 
les inició un sumario administrativo “para investigar 
eventuales incumplimientos de sus deberes institucio-
nales en lo relativo al control que correspondía realizar 
a dichas entidades en esta materia”. “Con un dedo de 
frente”, es imposible poder fiscalizar a toda esa gen-
te, son 25.000 los fraudulentos que viajaron, súmele a 
esos, los que no viajaron. Las Licencias médicas real-
mente son una real “cueca en pelota”. Mientras a estos 
funcionarios les pagaban, a tantos chilenos que sí las 
necesitan deben mendigar en el COMPIN para que les 
paguen, una vergüenza. 

Según un informe elaborado por Horizontal, el 
gasto de Fonasa en licencias médicas de trabajado-
res del Estado superó los US$1.540 millones en 2023. 
De ese monto un 52,1% corresponde a gastos de fun-
cionarios del Gobierno Central y 47,9% al resto de los 
trabajadores del sector público. 

La mirada instalada de las relaciones laborales está 
empapada de “lucha de clases”, por lo que siempre el 
“empleador” es el malo de la película y el “trabajador” 
la victima abusada. Hay muchos empleadores que no 
son abusivos, sino buenos. Personas éticas que hacen 
lo correcto más allá de la ley. Por supuesto que hay ca-
sos en que eso es así, por lo que, cuando hay un mal 
empleador en el que la ética no opera , está la ley.  La 
lógica de la “ lucha de clases” nunca se enfoca en el 
abuso desde el trabajador y ese abuso existe. Recibir 
un sueldo y no producir es un abuso y faltar a lo pac-
tado desde la mentira también lo es. El tema de las 
licencias médicas que hoy está en el tapete tiene que 
ver con eso, con la cultura del engañar y del “vivo”, que 
es la cultura del abuso de los “malos trabajadores”. Y 
es aquí, en que no operando la ética, tampoco opera 
la ley. Se debiera despedir a todos quienes sabemos 
solicitaron licencias falsas, no solo a los médicos que 
las otorgan, sino al mercado que las busca. Despidos 
sin indemnización y restitución del dinero es el mí-
nimo en este caso y varios más. Lamentablemente la 
cultura de lo incorrecto está demasiado instalada en 
nuestro país. Hay hasta figuras políticas emblemáti-
cas involucradas, veremos si el gobierno inicia acciones 
legales contra ellos, más que mal cometieron un de-
lito y los pillaron. 

E
l viernes 31 de enero el Presidente de la República, 
Gabriel Boric Font, promulgó la Ley que da solu-
ción a la Deuda Histórica Docente. La ceremonia, 
que se realizó en el Palacio de La Moneda, con-

tó con la participación de las profesoras y profesores del 
Grupo de la Plaza de la Constitución; además de dirigentes 
y representantes del Colegio de Profesores; el ministro de 
Educación, Nicolás Cataldo; la subsecretaria de Educación, 
Alejandra Arratia; la subsecretaria de Educación Parvularia, 
Claudia Lagos; y el subsecretario de Educación Superior, 
Víctor Orellana, entre otras autoridades.

Durante la dictadura civico militar, la administra-
ción de los establecimientos fue traspasada desde el 
Ministerio de Educación a las municipalidades, lo que 
impidió que las y los docentes recibieran el reajuste sa-
larial del Decreto Ley N°

3.551 (Artículo 40), que fue desconocido por sus 
nuevos empleadores. Este es el origen de la deuda his-
tórica. Esto derivó en acciones legales ante tribunales 
nacionales e internacionales, en varios casos con sen-
tencias firmes y ejecutoriadas, y en la década de 1990 se 
dictaron fallos que ordenaron el pago de las asignacio-
nes pendientes, pero las municipalidades incumplieron 
la orden aduciendo la imposibilidad de cubrir los montos 
adeudados. También una Comisión Especial de la Cámara 
de Diputadas y Diputados, de 2009, reconoció esta deu-
da como un perjuicio moral, político y patrimonial que 
correspondía al Estado reparar.

La ley considera una solución a cerca de 57 mil do-
centes afectados vivos, con un monto de 4 millones 500 
mil pesos por cada persona afectada, reajustables por año. 
El pago será progresivo y se realizará durante seis años, 
comenzando con las personas de mayor edad, y avanza-
rá por grupos de manera anual, en dos cuotas iguales. La 
primera cuota se pagará en octubre del año correspon-
diente a cada grupo, y la segunda cuota en enero del año 
siguiente. Los primeros pagos se iniciarán en octubre de 
este año a más de 15 mil docentes acreditados.

En este marco, el pasado martes 20 de mayo nos 
reunimos con representantes y asociadas del departa-
mento de Profesores Jubiladas, encabezadas por la Sra. 
Marcia Triviño Marais, funcionarios del equipo de aten-
ción ciudadana de la Secretaría Regional y la presidenta 

comunal del Colegio de Profesores y Profesoras María 
José Rodríguez Añazco, para conversar acerca de los 
tramites y plazos existentes para acceder a los aportes 
considerados por esta ley.

Para la realización de los trámites el Ministerio de 
Educación habilitó la plataforma web https://soluciondeu-
dahistorica.mineduc.cl/, donde los docentes, con su Clave 
Única que entrega el Registro Civil y un correo electrónico 
de acceso permanente, tienen que realizar estos trámites 
hasta el 31 de diciembre de 2026. Además, la resolución 
fija el 15 de junio de 2025 como la fecha de corte para 
recibir los documentos de las personas que serán parte 
del primer grupo de pago. Sabemos que muchos docen-
tes del grupo requieren apoyo para realizar este trámite, 
por este motivo se ha habilitado el espacio en la oficina de 
atención ciudadana de la Secretaría Regional Ministerial 
de Educación, ubicada en Ignacio Carrera Pinto 1259, de 
lunes a viernes de 930 a 1330 hrs para poder realizar con-
sultas o efectuar la acreditación en esta página. De igual 
manera, el pasado viernes 23 se realizó un operativo en 
la ciudad de Natales para atender a docentes, acción que 
se replicará en la comuna de Porvenir. Por otra parte, el 
Colegio de Profesores y Profesoras también ha extendi-
do su colaboración en sus diferentes sedes.

Como lo ha manifestado el Presidente Gabriel Boric, 
implementar una solución y reparar la deuda histórica 
después de cuatro décadas es un acto de profunda jus-
ticia, compromiso y reconocimiento a la labor de los 
y las docentes en nuestro país. En este sentido, hoy es 
indispensable reconocer y valorar el compromiso de ge-
neraciones de maestros y maestras que en diferentes 
circunstancias realizaron un gran esfuerzo para llegar 
a este momento, que hoy se traduce en una reparación 
para más de 57 mil colegas. Recordar a docentes como 
Humberto Águila, Santiago Oyarzún, Ana María Díaz, 
Zaida Sczigethi y Alonso Chávez, entre tantos colegas y 
dirigentes de nuestra región, cuyo compromiso permitió 
mantener esta causa, es fundamental. Este acto de justicia 
no solo honra su dedicación y sacrificio, sino que también 
fortalece el tejido educativo de nuestro país, brindando 
un merecido reconocimiento a quienes han sido pilares 
fundamentales en la formación de generaciones de ni-
ños y niñas en nuestra historia patria.
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